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El período de tiempo tenido en consideración para elaborar este informe ha sido el transcurrido entre el 17 junio y el 9 diciembre de 2009. 

I) NOVEDADES NORMATIVAS.-

2. Comunidades Autónomas.-

L) Canarias.-

En la Comunidad canaria cabe dar cuenta de diversas normas, todas ellas en materia de policías locales. La más relevante es la Ley 9/2009, de 16 de julio, por la que se modifica la Ley 2/2008, de 5 de mayo, del Cuerpo General de la Policía Canaria (BOC nº 141, de 22 de julio). Algunos contenidos de esta última habían dado lugar a discrepancias con la Administración General del Estado, subsanadas mediante acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-Comunidad Autónoma de Canarias de 23 de febrero de 2009. En este acuerdo se estableció una convención interpretativa de la Ley en los aspectos de fricción si bien, como resultado adicional, la Comunidad Autónoma asumió el compromiso de modificar diversos preceptos –la modificación legislativa de que se da cuenta– para evitar dificultades de intelección y disipar dudas de aplicación. Sobre todo en lo que se refiere a la normativa aplicable a los funcionarios del Cuerpo General de la Policía Canaria en cuestiones de competencia estatal –fuero jurisdiccional, régimen penitenciario, uso de armas, régimen de detenciones y colaboración en funciones de la policía judicial y en otros ámbitos relacionados con la seguridad–, que no es otra que la general estatal (LO de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, Ley de Enjuiciamiento Criminal), aclarándose el sistema de remisiones a la legislación del Estado. La modificación legislativa se ha aprovechado también para dar algunos retoques puntuales a otras cuestiones. Por ejemplo, se ha ampliado el espectro de los candidatos potenciales a la jefatura del Cuerpo, cuya designación está reservada al Gobierno entre funcionarios policiales del más alto nivel. Asimismo se han equiparado los Cuerpos de Policías Locales de Canarias y el Cuerpo General de la Policía Canaria en lo relativo al sistema de acceso y a la edad máxima para el ingreso. Por último, en relación con la dispensa de grado para la promoción interna de los funcionarios de los Cuerpos de policía local, se mantiene el plazo preestablecido que finaliza el 19 de abril de 2012. Antes de esa fecha los funcionarios que deseen promocionar y carezcan de la titulación requerida deberán obtener el diploma que acredite la superación del curso impartido por la Academia Canaria de Seguridad, y su obtención (y aquí está la modificación) dará derecho a la dispensa de un grado en el requisito de titulación para el acceso, por el sistema de promoción interna, a los empleos que lo requieran durante la vida profesional del funcionario. 

Además de esta Ley, se hace simple mención al resto de textos sobre policías locales aprobados en Canarias en el período considerado: Decreto 78/2009, de 16 de junio, por el que se determina el contenido y la duración del curso selectivo de adaptación al Cuerpo General de la Policía Canaria para los miembros de otras Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (BOC nº 120, de 23 de junio); Orden de la Consejería de Presidencia, Justicia y Seguridad del Gobierno Canario de 7 de agosto de 2009, por el que se establece el sistema de evaluación de las capacidades psicológicas, físicas y los conocimientos profesionales del curso selectivo de adaptación al Cuerpo General de la Policía Canaria (BOC nº 162, de 20 de agosto); Resolución de la Academia Canaria de Seguridad de 26 de octubre de 2009, por el que se da publicidad al reglamento de Disciplina Académica y de Convivencia del Alumnado de los Cuerpos de Policía, aprobado por el Consejo de Administración de este Organismo Autónomo (BOC nº 218, de 6 de noviembre). 

N) Extremadura.-

En el último informe de la anterior edición de este Seminario de Derecho Local se dio oportuna cuenta de la STS de 24 de marzo de 2009, que declaraba la nulidad de Decreto extremeño 74/2002, de 11 de abril, por el que se aprobaban las normas marco de las policías locales en esta Comunidad Autónoma. Pues bien: mediante Decreto 218/2009, de 9 de octubre (DOE nº 199, de 15 de octubre), la Junta de Extremadura aprueba unas nuevas normas-marco a las que posteriormente deberán acomodarse los Reglamentos singulares que dicten los Ayuntamientos para sus respectivos Cuerpos de policía, en ejercicio de las atribuciones al respecto que le otorga el art. 39 de la LO 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

La norma se organiza en 10 Títulos, en los que se dispone, respectivamente, su objeto y ámbito de aplicación, los requisitos para la creación de los Cuerpos de Policía, las misiones a desempeñar por sus miembros y el ámbito territorial de actuación (I); la estructura de los Cuerpos en escalas y categorías, las titulaciones requeridas para su ingreso (que se incrementan respecto de los anteriores), los criterios para la configuración de las plantillas, las funciones del Jefe del Cuerpo y las líneas básicas de organización (II); las formas de ingreso, el contenido de las convocatorias y la constitución de los tribunales de selección (III); la promoción interna y la movilidad (con un importante reforzamiento de estos sistemas de acceso, IV); la formación de los policías locales, la homologación de los cursos impartidos en la Academia de Seguridad Pública de Extremadura y su valoración en los concursos de méritos (V); los derechos y deberes de los policías locales y su régimen retributivo (VI); la homologación de los medios técnicos (VII); los criterios para la creación de plazas y los sistemas de acceso y formación (VIII); la creación del Registro de Policías Locales (IX); y la creación de la Medalla al Mérito de la Policía Local de Extremadura (X). No se trata de exponer aquí todo este contenido, que además es bastante extenso (135 artículos), sino destacar que, alineado con la Ley 1/1990, de 26 de Coordinación de Policías Locales de Extremadura, a la que desarrolla, la pretensión de este Decreto es avanzar en la armonización de criterios que faciliten la integración de todos los Cuerpos de policía local en un sistema común de seguridad pública, logrando cierta homogeneidad entre todos ellos que supere las disparidades actualmente existentes y favorezca la colaboración mutua. Siempre, por supuesto, con pleno respeto a la autonomía de cada Municipio y su potestad de autoorganización, que le habilita para adoptar sus propias opciones dentro del marco de coordinación establecido. 

Q) Castilla y León.-

Merece también una mención la Orden de la Consejería de Interior y Justicia de la Junta de Castilla y León 1540/2009, de 10 de julio, por la que se declara la adecuación a la legalidad del Estatuto de Colegios Profesionales de Secretarios, Interventores y Tesoreros de la Administración Local de Castilla y León y se acuerda su inscripción en el Registro de Colegios Profesionales y Consejos de Colegios de Castilla y León (BOCL nº 138, de 22 de julio). En efecto. De acuerdo con lo dispuesto en el art. 29.b de la Ley 8/1997, de 8 de julio, de Colegios Profesionales de Castilla y León y en diversos preceptos del Decreto 26/2002, de 21 de febrero, que la desarrolla, los Consejos de todos los Colegios Profesionales de la Comunidad Autónoma deberán comunicar a la Consejería de Interior y Justicia sus Estatutos y sus modificaciones para su calificación de legalidad, inscripción y publicación en el BOCL, siendo a partir de dichas inscripción y publicación cuando tienen fuerza de norma obligatoria. El Estatuto del citado Consejo cumple, a juicio de la Consejería, el contenido mínimo que establece el articulo 22 de la Ley 8/1997 –pues establece sus órganos de gobierno, el número y la forma de elección de sus componentes, sus competencias y régimen de funcionamiento y el sistema de recursos, así como las determinaciones del artículo 13 de la misma Ley: denominación, domicilio y ámbito territorial, sede y, en su caso, delegaciones del Colegio; derechos y deberes de los colegiados, entre los que se incluirán el derecho de sufragio para la elección de los órganos de gobierno, el derecho a promover actuaciones de tales órganos y el derecho a remover a sus titulares mediante la censura; requisitos para el acceso a la condición de colegiados y causas de denegación, suspensión o pérdida de esa condición; régimen disciplinario; denominación, composición y forma de elección de sus órganos de gobierno, así como los requisitos para formar parte de ellos; competencias y régimen de funcionamiento de los órganos de gobierno, así como de los órganos disciplinarios; régimen económico; premios y distinciones a colegiados o a terceros; régimen de disolución del Colegio; recursos de los colegiados frente a los órganos de gobierno y disciplinarios; regulación de la censura a los órganos de gobierno– por lo que se procede a dichas declaración e inscripción. 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

2. Tribunal Supremo (TS).-

En esta ocasión, hay dos STS que se pronuncian sobre la elección del sistema de libre designación para proveer determinados puestos dentro de la Administración local. Por un lado, la STS de 19 de octubre de 2009 que, resolviendo un recurso de casación en interés de la Ley interpuesto por una Diputación Provincial contra una STSJ de Castilla-La Mancha que confirmó en apelación la dictada por el Juzgado Contencioso Administrativo, anulatoria del nombramiento por libre designación del Vicesecretario General de la Diputación Provincial, confirma dicha anulación en atención a su consolidada doctrina en la materia. Como recuerda el Tribunal, también en el procedimiento de libre designación rigen los principios de mérito y capacidad si bien, a diferencia del concurso, en que están tasados los criterios que han decidir el nombramiento, en la libre designación la Administración tiene reconocida una amplia libertad para decidir, a la vista de las circunstancias del puesto a proveer, cuáles son los hechos y condiciones que resultan más idóneos para su mejor desempeño desde la perspectiva de los intereses generales. Esta discrecionalidad no exime a la Administración de motivar los nombramientos (art. 54.2 Ley 30/1992), si bien debe ir en esta labor más allá de lo exigido por el art. 56.2 del RD 364/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento General de Ingreso (que sólo se refiere al cumplimiento por el candidato elegido de los requisitos y las especificaciones exigidos en la convocatoria y la competencia para proceder al nombramiento), y especificar los concretos criterios de interés general elegidos como prioritarios para decidir el nombramiento y las cualidades personales y profesionales que han sido consideradas en el funcionario nombrado para apreciar que aquellos criterios concurren en él en mayor medida que en el resto de los solicitantes. Sólo así se cumplen los mandatos de objetividad e igualdad contenidos en los arts. 9.3, 23 y 103.3 CE. En el supuesto enjuiciado, la motivación es absolutamente insuficiente, sumándose a ello indicios de arbitrariedad tan significativos como la ausencia de requisitos en el puesto que justificasen la elección de esa forma de provisión (se trata de un puesto eminentemente técnico), o que el Diputado que defendió la propuesta del candidato finalmente nombrado fuese el Alcalde del Municipio en que éste profesaba como Secretario. 

En un sentido muy similar, la STS de 16 de septiembre de 2009 anula el Acuerdo de Pleno por el que se aprobaba la RPT del Municipio en lo referente a la provisión por el sistema de libre designación de determinados puestos. En ningún caso quedan acreditadas las especiales entidad y características de las funciones a desempeñar en esos puestos que justificarían la elección de esa forma de provisión; justificación que, considera la Sentencia, debería figurar ya en el expediente correspondiente a la elaboración y aprobación de la RPT, como expresión formal de la decisión adoptada por la Administración sobre los elementos configuradores de cada uno de los puestos de trabajo. Entre ellos, su sistema de provisión. 

El tema de las retribuciones de los empleados locales y sus límites es abordado por tres pronunciamientos. Así, las SSTS de 24 de junio y 13 de octubre de 2009, muy similares en su argumentación (la segunda reproduce en buena parte la de la primera), comienzan recordando que son las Leyes de Presupuestos Generales del Estado las que fijarán cada año los límites al incremento de las retribuciones o gastos del personal de las Administraciones locales (artículo 154.1 del TRRL), al amparo de las competencias estatales para regular las bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos y para dirigir la actividad económica general (artículo 149.1.13 y 18 de la Constitución), y que esta fijación consiste normalmente en la definición porcentual, por comparación con el año anterior, del alcance de dicho tope y en disponer su observancia en condiciones de homogeneidad, para cuya apreciación cita como elementos a ponderar los efectivos de personal y su antigüedad. Por tanto, cualquier Acuerdo local que exceda estos topes incurrirá en nulidad. A renglón seguido, recuerdan también que caben excepciones a este régimen común, admitiéndose adecuaciones retributivas singulares justificadas en el contenido de los puestos de trabajo, la variación del número de efectivos o el grado de consecución de los objetivos fijados al mismo. En el primero de los supuestos litigiosos, la Administración del Estado, tras sucesivas peticiones de ampliación de información y tras formular requerimiento para la anulación del Acuerdo del Pleno de una Diputación Provincial por el que se aprobó la plantilla y la RPT, al amparo de lo dispuesto en los arts. 64 y 65.1.y 2 LBRL, presentó recurso contencioso-administrativo contra el mismo, por considerar que las retribuciones previstas excedían el límite antes aludido. El Tribunal reconoce que corresponde a la Corporación probar la existencia de las circunstancias excepcionales que justificarían dicha extralimitación, pero considera asimismo que incumbe al Estado señalar que el exceso retributivo ha sido apreciado tomando en consideración condiciones de homogeneidad, dependiendo la definitiva solución sobre la distribución de la carga probatoria de los términos con que haya quedado delimitado el concreto litigio, esto es, en atención a los hechos en que las partes litigantes, a través de sus alegaciones, hayan concretado el tema litigioso. En este proceso, es el Estado el que adujo superación del límite de incremento retributivo legalmente previsto, pero lo hizo en términos genéricos, sin detallar los datos que acreditan el exceso. Por esa razón, la Sala considera que no dispone de elementos de juicio para decidir sobre el exceso alegado. En la segunda de las Sentencias, también el Estado recurre un Acuerdo de Pleno por el que se aprueba la RPT del Ayuntamiento, sin que tampoco aportara dato alguno sobre efectivos de personal a tener en cuenta, antigüedad de los mismos, importe de los conceptos retributivos reconocido a cada empleado público en uno u otro ejercicio, etc. La Sala, en buena lógica, llega a la misma conclusión que en el anterior pronunciamiento: carencia de elementos de juicio para decidir sobre el exceso alegado. Por su parte, y a diferencia de las anteriores, la STS de 17 de junio de 2009 mantiene la validez del acto de aprobación de los presupuestos de un Cabildo canario, porque en este caso la Administración local sí justificó el exceso retributivo en un hecho excepcional: el notable incremento de personal derivado de la transferencia de competencias desde la Comunidad Autónoma al Cabildo. 

También sobre retribuciones se pronuncian las dos Sentencias que se mencionan a continuación. Concretamente sobre las gratificaciones por servicios extraordinarios fuera de la jornada habitual a las que se refería el artículo 23.3 LMRFP hoy derogado, pero aplicable a los supuestos enjuiciados. Así, en primer lugar, la STS de 13 de octubre de 2009 entiende, frente a la posición del recurrente, que la fijación en un Acuerdo Marco para el personal funcionario de un Ayuntamiento aprobado por el Pleno municipal de una cuantía concreta conforme a la que valorar cada una de las horas trabajadas en servicios extraordinarios no contraviene la prohibición contenida en aquel precepto, que impedía la constitución de las gratificaciones por los mismos como un complemento fijo en su cuantía y periódico en su devengo. Como señala el Tribunal, la determinación del Acuerdo municipal, lejos de tener a esas gratificaciones como retribuciones de cuantía fija y devengo periódico, se limita a constituir una referencia conforme a la que determinar su monto en los casos en que efectivamente se presten servicios extraordinarios; referencias que no prejuzgan desde luego la realización de éstos ni, en el caso de que lleguen a tener lugar, su duración ni su cuantía real, que es el resultado prohibido por la Ley. Por su parte, la STS de 30 de septiembre de 2009 considera contraria a dicho precepto la compensación de las horas extraordinarias con tiempo de descanso prevista en el Convenio Colectivo del personal funcionario de un Ayuntamiento aprobado por Acuerdo de Pleno. La negociación de las condiciones de trabajo entre la Administración local y sus funcionarios sólo puede realizarse dentro del marco normativo existente, en el que a juicio del Tribunal, no cabe encontrar ninguna norma que prevea tal compensación. 

3. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ).-

C) Galicia.-

La STSJ de Galicia de 21 de julio de 2009, rechaza que lo dispuesto en el art. 94 LBRL –“la jornada de trabajo de los funcionarios de la Administración local será en cómputo anual la misma que se fije para los funcionarios de la Administración del Estado. Se les aplicarán las mismas normas sobre equivalencia y reducción de jornada”– implique que todos los funcionarios locales, sin excepción, tengan asignada la jornada de trabajo de 37,5 horas semanales señalada en la Resolución de la Secretaría General para la Administración Pública de 20 de diciembre de 2005, por la que se dictan instrucciones sobre jornada y horarios de trabajo del personal civil al servicio de la Administración General del Estado. Se trata ésta de una duración máxima que puede ser minorada en relación a puestos de trabajo y funciones concretas, como las que concurrían en el caso de los actores (músicos de la Banda Municipal). Lo que prohíbe aquel precepto es que la totalidad de puestos de trabajo de un Municipio tengan una jornada de trabajo cuyo cómputo anual sea inferior al fijado por el Gobierno en ejercicio de su competencia exclusiva al respecto. Pero no que existan funcionarios a tiempo parcial, si las condiciones concretas del puesto de trabajo contenido en la RPT así lo justifican. Como, por otra parte, admite sin reservas el art. 47 EBEP: “las Administraciones Públicas establecerán la jornada general y las especiales de trabajo de sus funcionarios públicos. La jornada de trabajo podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial”. 

Se menciona también muy brevemente la Sentencia de este mismo Tribunal de 8 de octubre de 2009. En ella se pronuncia sobre la denegación del permiso retribuido solicitado por un funcionario de la policía local para realizar un curso de formación militar específica previo a su incorporación al Ejército, ya que había superado el período de formación militar básica para acceder a la condición de reservista voluntario. El art. 134.2.a) de la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la carrera militar otorga, tanto a los funcionarios de carrera que ya son reservistas voluntarios como a quienes aspiran a serlo, el derecho a recibir un período formativo que será considerado como permiso regulado en el art. 48 EBEP, siendo la remisión singular que contiene aquel precepto la que hace que no sea necesario acudir al régimen jurídico de los permisos de los funcionarios locales contemplada en la normativa autonómica. Por supuesto, la Corporación municipal podría negarse a reconocerlo en el supuesto en que esta ausencia resintiese la normal prestación del servicio policial, lo que no ha logrado acreditar a lo largo del proceso. 

E) Asturias.-

La STSJ de Asturias de 9 de julio de 2009 confirma la validez de un Decreto de Concejalía Delegada por el que se aprobaron las bases y la convocatoria para la provisión del puesto de Adjunto al Jefe de Servicio de Secretaría por concurso de méritos restringido, y del Decreto del mismo órgano por el que se nombra a una funcionaria para ese puesto. Recuerda esta Sentencia que el art. 2.g del RD 1732/1994, de 29 de julio, sobre provisión de puestos de trabajo reservados a funcionarios de Administración local con habilitación de carácter nacional, reserva los puestos de colaboración a las funciones propias de Secretaría a funcionarios con dicha habilitación, siendo estas funciones –como precisa la Disposición Adicional 2ª EBEP– las de fe pública y asesoramiento legal preceptivo. La convocatoria de la plaza, sin embargo, añade a su perfil funcional funciones de sustitución y delegación que no forman parte en aquellas funciones reservadas. No obstante la falta de claridad de la fórmula descriptiva utilizada y la presunción de validez de los actos administrativos llevan a declarar la misma en relación con los actos recurridos. Cuestión distinta serán las extralimitaciones que en el futuro pudieran cometerse en tales sustituciones y delegaciones que, en su caso, incidirán en la validez y eficacia de los actos producidos en estas circunstancias y que, de producirse, deberán ser impugnados en el correspondiente proceso contencioso-administrativo. 

También se destaca la Sentencia del mismo Tribunal de 14 de septiembre de 2009, que se pronuncia sobre los cargos directivos en las Corporaciones locales de los Municipios de gran población y sus requisitos. En ese sentido, realiza una lectura articulada de los artículos 130 LBRL y 13.1 EBEP, interpretando así que el establecimiento de cargos directivos distintos de los que ocupan los titulares de los órganos a que se refiere el primero –coordinadores generales de cada área o concejalía, directores generales u órganos similares que culminen la organización administrativa dentro de cada una de las grandes áreas o concejalías, titular del órgano de apoyo a la Junta de Gobierno Local y al concejal-secretario de la misma, titular de la asesoría jurídica, Secretario general del Pleno, interventor general municipal, en su caso el titular del órgano de gestión tributaria, los titulares de los máximos órganos de dirección de los organismos autónomos y de las entidades públicas empresariales locales–, cuya presencia encuentra su fundamento precisamente en la Ley básica, requiere de una norma jurídica que dé cobertura a la existencia de dicho personal. A mayor abundamiento, si se considera que por personal directivo se entiende, ex art. 13.1 EBEP, el que desarrolla funciones directivas profesionales en las Administraciones Públicas definidas como tales en las normas específicas de cada Administración, tendrán que ser las normas mencionadas (que en el caso de las entidades locales pueden ser perfectamente sus Reglamentos de organización y funcionamiento) las que, al definir esas funciones, determinen la existencia y el contenido funcional de los puestos directivos, lo que no ocurre en el supuesto enjuiciado, en que los creados por Resolución de Alcaldía no venían amparados por la existencia antecedente de la norma definidora requerida. A juicio del Tribunal tampoco cabe entender, como pretendía la Corporación apelante, que dicha creación se inserte dentro de la potestad administrativa de autoorganización y, más concretamente, de la competencia que reconoce el art. 123.1.c LBRL al Alcalde para establecer “niveles orgánicos complementarios inferiores”. Una cosa será la creación de estos “niveles” y otra muy distinta su provisión una vez creados, porque establecer la necesidad de que sean cubiertos con personal directivo requiere indefectiblemente, como se ha dicho, una definición de su contenido funcional que justifique esta decisión. 

G) La Rioja.-

La aplicación supletoria del Reglamento General de Ingreso respecto de las Leyes autonómicas en la materia determina que, cuando éstas existan, no puedan aplicarse las previsiones de aquél. Así lo destaca la STSJ de La Rioja de 14 de octubre de 2009, que rechaza las pretensiones de la recurrente, funcionaria local que, tras haber cesado en un puesto de libre designación, reivindicaba la aplicación del art. 58.2 de aquel Reglamento que establece su adscripción provisional a un puesto correspondiente a su Cuerpo o Escala no inferior en más de dos niveles al de su grado personal en el mismo Municipio, y ello en tanto no obtengan otro con carácter definitivo. Los arts. 30 y 33 de la Ley de la Función Pública de La Rioja establecen sin embargo, ante estos supuestos, que los funcionarios que cesen en un puesto de trabajo sin obtener otro quedarán a disposición del Consejero competente, que les atribuirá el desempeño provisional de un puesto correspondiente a su Cuerpo o Escala, estando garantizado en todo caso el cobro del complemento de destino de los puestos de nivel correspondiente a su grado personal. Y esto sucede en el supuesto enjuiciado, puesto que se ha atribuido a la funcionaria un puesto correspondiente a su Cuerpo y Escala, y se le ha reconocido, al tener consolidado el grado personal 26, el cobro del complemento de destino correspondiente al mismo. 

I) Valencia.-

El art. 36 EBEP exige a las organizaciones sindicales que vayan estar presentes en las Mesas Generales de Negociación que detenten una representatividad, según los resultados obtenidos en las últimas elecciones a los órganos de representación del personal, dentro de los porcentajes establecidos en los artículos 6 y 7 de la LO de Libertad Sindical (10 % o más del total de delegados de personal a nivel estatal, 15 % a nivel autonómico, siempre que cuenten con un mínimo de 1.500 representantes y no estén federados o confederados con organizaciones sindicales de ámbito estatal). Este nivel de representatividad no es alcanzado por el Sindicato apelante en el supuesto sobre el que se pronuncia la STSJ de Valencia de 27 de julio de 2009, por lo que el Tribunal ratifica la validez de su exclusión de la convocatoria de dicha Mesa hecha por la Corporación. 

J) Aragón.-

En esta oportunidad hay que dejar constancia de cinco Sentencias dictadas por el TSJ de Aragón. 

Las primeras que destaco son dos pronunciamientos de 29 de junio de 2009, que se pronuncian sobre el régimen aplicable a dos Secretarios-Interventores de Administración local con habilitación nacional que se incorporan –no transfieren– a la Administración autonómica. Es el artículo 20 del Decreto Legislativo 1/1991, de 19 de febrero, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación de la Función Pública de la Comunidad Autónoma de Aragón el que da respuesta a la cuestión, estableciendo que “los funcionarios procedentes de otras Administraciones Públicas que se incorporen por traslado voluntario a la de la Comunidad Autónoma de Aragón conservarán la condición de funcionarios propios de sus Administraciones de procedencia, pero en tanto se hallen destinados en la de Aragón les será aplicable la legislación propia de ésta en materia de Función Pública y, en todo caso, sus normas relativas a promoción profesional, promoción interna, movilidad, régimen retributivo, situaciones administrativas y régimen disciplinario, con excepción de la sanción de separación del servicio”, añadiendo en su apartado 3 que “tanto a los funcionarios transferidos que se integran en la Función Pública de la Comunidad Autónoma de Aragón como a los que por traslado se incorporen a la misma se les respetarán a todos los efectos el Grupo del Cuerpo o Escala de procedencia y los derechos inherentes al grado personal que tengan reconocido, hasta el correspondiente al nivel máximo del intervalo atribuido a su Grupo en esta Administración”. Estas previsiones, como se encargan de aclarar ambas Sentencias, vienen referidas al momento en que se produce la incorporación referida y no, como pretendían los apelantes, a toda la vida administrativa en la Administración, sin que, por tanto, posteriores modificaciones que pudiera acordar la Administración de origen (de la que siguen conservando a condición de funcionarios propios) vinculen obligatoriamente a la Administración a la que se hayan incorporado, que aplica al funcionario su legislación propia en materia de función pública. Lo contrario, entiende el Tribunal, se cohonestaría mal con la potestad de autoorganización de que gozan las Administraciones públicas, desconociendo la independencia, autonomía y derecho a organizarse sin injerencia de las demás. 

También tiene su interés la Sentencia de 14 de julio de 2009, que se pronuncia sobre la impugnación hecha al Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Teruel por el que se aprueba la RPT del mismo. El argumento del recurrente venía dado por una posible omisión de la preceptiva negociación colectiva previa, lo que niega el Tribunal que, si bien entiende que el Ayuntamiento debió iniciarla con más antelación, considera que la continuación de la misma tras la aprobación municipal de la RPT y el acuerdo de que todo lo que allí se apruebe resultaría de aplicación (sin que se alegue ninguna vulneración de estas aprobaciones posteriores), resultan suficientes para no apreciar causa de nulidad de la aprobación de la RPT. Sin embargo, la Sala sí valora que la elección del sistema de libre designación para determinados puestos de Jefes de Departamento no está debidamente justificada en base a la entidad y las características de las funciones que deben realizar, por lo que estima en este punto las pretensiones del recurrente y anula las determinaciones correspondientes de la RPT. 

Igualmente hay que dejar constancia de las Sentencias de 22 de julio y 23 de septiembre de 2009, en las que el TSJ se pronuncia sobre el ajuste a Derecho de diversos Decretos del Presidente de esta Diputación Provincial de Zaragoza que, dejando sin efecto otros anteriores por los que se procedía al nombramiento de tribunales calificadores de distintas oposiciones, procedían a designar nuevos tribunales conforme a las previsiones del artículo 60 EBEP, singularmente en su apartado 2 (“el personal de elección o de designación política, los funcionarios interinos y el personal eventual no podrán formar parte de los órganos de selección”). Tras insistir en la legitimación activa de la Junta de Personal Funcionario de la Corporación Provincial –ya reconocida por la sentencia de instancia, puesto que se discutía la ausencia de un Vocal de dicha comisión designado por la misma–, el TSJ declara la nulidad de pleno derecho de los actos recurridos y, en consecuencia, de todo el proceso de selección, por no considerar de aplicación el citado EBEP y no darse las condiciones a las que la jurisprudencia supedita la aplicación del principio de conservación de los actos administrativos. Pese a que las Sentencias no son un dechado de claridad, parece inferirse de su tenor que fue precisamente la decisión de aplicar el art. 60.2 EBEP y su límite a la participación de aquellas clases de personal referidas en los órganos de selección las que determinaron la falta de un Vocal designado por la Junta. El Tribunal, como digo, rechaza la aplicación de una norma cuya entrada en vigor es muy posterior a la aprobación y publicación de la convocatoria del proceso selectivo y de las bases del mismo, incluida la que regula la forma en que había de integrarse el tribunal calificador. En lo no previsto en ellas, resultarían de aplicación, entre otras, la Ley 7/1999, de la Administración Local de Aragón, siendo ambas normas que vinculan a la Administración, al tribunal calificador y a los participantes y que no pueden ser alteradas por otra muy posterior. Idéntica suerte desestimatoria sigue la pretensión subsidiaria de la conservación de los actos realizados (nombramientos de los funcionarios seleccionados por Comisión modificada), pues los recurrentes lo fundamentan en que la deficiencia apreciada en la constitución de los tribunales de selección sólo afecta a la omisión del Vocal nombrado a propuesta de la Junta de Personal y, sin embargo no es así. Como ya queda probado en la sentencia de instancia a partir de la documentación aportada a los autos, en la convocatoria de las distintas plazas no se cumplían en su totalidad las exigencias normativas impuestas al resto de Vocales (ni en las plazas pertenecientes a los grupos A y B había un Vocal que quedase acreditado que fuese Catedrático o Profesor Titular de Universidad del área de conocimiento relacionada con el contenido del programa, ni uno de los Vocales lo era en representación de la Comunidad Autónoma, nombrado a propuesta del Instituto Aragonés de Administración Pública, como exige el art. 247.2 de la Ley 7/1999 de Administración Local de Aragón. Resulta así evidente que la designación de las comisiones de selección no viene respaldada por el ordenamiento jurídico.

K) Castilla-La Mancha.-

A diferencia de la doctrina del TS expuesta una páginas atrás, y en atención a las circunstancias concretas presentes en este caso, la extensa STSJ de Castilla-La Mancha de 15 de julio de 2009 llega a la conclusión de que la elección de la libre designación como forma de provisión del puesto de Vicesecretario General de una Diputación Provincial es contraria a derecho. El Tribunal comienza recordando lo dispuesto en el art. 99 LBRL (hoy derogado por la Disposición Adicional Segunda del EBEP, que se manifiesta en análogos términos en lo que aquí interesa), conforme al cual el concurso es el sistema normal de provisión de los puestos de trabajo reservados a funcionarios con habilitación estatal, y sólo excepcionalmente, para municipios de gran población, Diputaciones Provinciales, Cabildos y Consejos Insulares, podrán cubrirse por el sistema de libre designación. La doctrina constitucional existente sobre este precepto (particularmente la STC de 5 de octubre de 2000) recuerda, no obstante, que esta facultad de adoptar el sistema de libre designación bajo ciertas condiciones no atribuye al órgano de decisión un poder omnímodo, tratándose de una potestad discrecional que deberá ejercerse en servicio del interés público y con los límites y cautelas propios de las mismas. Dicho con otras palabras: la libre designación sólo significa la mera disposición del órgano decisor de un cierto margen de valoración a la hora de apreciar las aptitudes de los candidatos para desempeñar un determinado puesto de trabajo, quedando siempre reservada a los puestos que así lo aconsejen en atención al marcado carácter directivo y a la especial responsabilidad inherentes a los mismos. Sólo de esta manera, y con motivación suficiente, no se entenderán conculcados los principios de igualdad, mérito, capacidad e incluso imparcialidad y objetividad este sistema de provisión excepcional de puestos de trabajo, cumplidas las condiciones. Pues bien. El Tribunal entiende que en este supuesto no quedan acreditadas aquellas exigencias. El puesto de Vicesecretario General de la Diputación Provincial es un puesto de colaboración a las funciones de la Secretaría General de eminente carácter técnico, respecto al cual no se concretan ni fundamentan sus funciones presuntamente directivas ni su especial responsabilidad. Todo lo contrario: de la vista detenida del expediente se concluye que todas las actuaciones practicadas por la Diputación Provincial a lo largo del proceso de nombramiento del Vicesecretario General van dirigidas a asignar el puesto a una persona preestablecida, existiendo una grave arbitrariedad constitutiva de desviación de poder. Esto justifica la declaración de nulidad del nombramiento, como acto impugnado. 

Por su parte, otras Sentencias del mismo Tribunal de 25 de junio y 30 de julio de 2009 anulan las bases para la provisión de tres puestos en la policía local de un Municipio por no haberse negociado con la Junta de Personal, tal y como exigía el Acuerdo Marco suscrito entre el Ayuntamiento y los representantes sindicales de los funcionarios. Si bien la negociación de las bases concretas de cada procedimiento selectivo no viene legalmente exigida (vid. art. 37 EBEP), la existencia del mencionado Acuerdo imponía siquiera el intento de negociación, lo que no queda acreditado en este caso. Asimismo, la publicación de dichas bases sólo en el tablón del Ayuntamiento vulnera lo establecido en el art. 20.1.c de la LMRFP (hoy derogado pero vigente en la época del caso), que obligaba a hacerlas públicas también en los Boletines o Diarios Oficiales respectivos. Este hecho determina la nulidad de pleno derecho de todo el procedimiento, por vulneración de un elemento esencial del procedimiento establecido (art. 62.1.e Ley 30/1992). 

P) Madrid.-

El Consejo General de Colegios Oficiales de Secretarios, Interventores y Tesoreros de Administración Local interpuso recurso contencioso-administrativo contra una Resolución de la Dirección General de Cooperación Local del Ministerio de Administraciones Públicas en la que se exigía, como requisito excluyente para ocupar determinadas plazas de Secretaría-Intervención en Ayuntamientos de la Comunidad Valenciana, un conocimiento del idioma valenciano en nivel superior. La STSJ de Madrid de 15 de julio de 2009 estima el recurso, al considerar que, a la vista de lo dispuesto por el RD 1174/1987, de 18 de septiembre, sobre régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional (arts. 1, 2 y 4), las funciones propias de Secretarios e Interventores no imponen esa exigencia, en la medida que no implican un trato directo con los administrados que tienen derecho a usarlo. Sí es cierto que, como recuerda el TS en general y varias Sentencias del TSJ de Valencia en particular, resulta conforme a Derecho exigir a los funcionarios con habilitación nacional el conocimiento de las lenguas cooficiales (del valenciano en este caso) en nivel suficiente (elemental o medio), ya que en cuanto tales, van a expresarse habitualmente en ellas los titulares de los órganos de gobierno y administración de las Corporaciones, con los que los Secretarios e Interventores mantienen una relación profesional intensa. Incluso más concretamente: atendiendo al tenor de la Ley autonómica 4/1983, de 23 de noviembre, de uso y enseñanza del valenciano, cabe exigir su correcto conocimiento para ocupar determinadas plazas en las que el mismo sea, por las funciones que lleve anudadas, un requisito ineludible. Esto no sucede en el supuesto enjuiciado, por lo que aquella exigencia de conocimiento en nivel superior es considerada excesiva y desproporcionada. 

Q) Castilla y León.-

El art. 168.1.e TRLHL establece que, para su aprobación inicial, el proyecto de presupuesto municipal deberá ir acompañado de “un informe económico-financiero en el que se expongan las bases utilizadas para la evaluación de los ingresos y de las operaciones de crédito previstas, la suficiencia de los créditos para atender el cumplimiento de las obligaciones exigibles y los gastos de funcionamiento de los servicios y, en consecuencia, la efectiva nivelación del presupuesto”. Este informe deberá ser elaborado por un funcionario con habilitación nacional con la titulación suficiente, en la medida en que se inserta dentro de la función de control y fiscalización interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria reservada a los mismos (Disposición Adicional Segunda EBEP y art. 4.1.g del RD 1174/1987, de 18 de septiembre, por el que se regula el Régimen jurídico de los Funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional), lo que no sucedía en el supuesto enjuiciado por la STSJ de Castilla y León de 24 de julio de 2009. En este caso, el puesto de Secretaría-Intervención del Municipio estaba ocupado por personal laboral a causa de la exención de la obligación de tener en su plantilla el citado funcionario con habilitación nacional hecha al mismo por la Resolución de la Dirección General de Función Pública de 16 de marzo de 1988. Ante esta tesitura, el Tribunal se plantea a quién corresponde emitir dicho informe que, en aplicación de lo dispuesto en el art. 26.3 LBRL –“la asistencia de las Diputaciones a los Municipios, prevista en el artículo 36, se dirigirá preferentemente al establecimiento y adecuada prestación de los servicios públicos mínimos, así como la garantía del desempeño en las Corporaciones municipales de las funciones públicas a que se refiere el número 3 del artículo 92 de esta Ley (hoy derogado por el EBEP)”–, parece ser la Diputación Provincial. De la lectura del expediente administrativo no cabe observar ninguna prestación por parte de la Diputación, cuando debían haber sido los servicios adecuados de esta Administración los que tendrían que haberlo emitido. Por ello, se declara nula la aprobación definitiva del presupuesto municipal y se ordena retrotraer las actuaciones al momento correspondiente a emitir el informe, puesto que su emisión por personas no calificadas ocasiona indefensión en aquellos que han de tomar las medidas necesarias para aprobar los presupuestos (FJ 6º). 

Por su parte, la Sentencia del mismo Tribunal de 18 de junio de 2009 rechaza las pretensiones del recurrente, policía local, que cuestionaba la legalidad de una de las bases de la convocatoria de pruebas de selección por promoción interna de la que fue excluido. En concreto, la que exigía determinada titulación y estar en posesión de permisos de conducir de diversas clases. En defensa de su posición alegaba que no se le exigieron esos requisitos cuando ingresó en el cuerpo ni cuando promocionó del Grupo D al C. El Tribunal rebate estos argumentos recordando la potestad de autoorganización de que gozan las Administraciones públicas en general y las locales en particular para diseñar sus estructuras organizativas, pudiendo exigir, en ejercicio de la misma, los requisitos que estime oportunos para ocupar los distintos puestos de trabajo en atención a las funciones a desempeñar en los mismos. Los requisitos en este caso son plenamente coherentes con las funciones propias de los oficiales de la policía local, teniendo en cuenta que la Ley de Coordinación de Policías Locales de Castilla y León las exige para el acceso a las mismas. Se recuerda asimismo que los funcionarios públicos carecen de un derecho jurídicamente protegido al mantenimiento de su régimen vigente en cada momento, ostentando tan solo la simple expectativa de que se mantengan los derechos legalmente reconocidos en la situación que estaban en el momento de su ingreso, ya que el estatus legal y reglamentario del funcionario está sometido en cualquier momento a la posibilidad innovadora de la Administración, que puede limitar su actuación anterior, no existiendo el derecho a ostentar siempre la misma organización estatutaria (SSTS 29 noviembre y 19 diciembre 1986, 23 enero 1990, 18 enero y 7 abril 1993, STC 293/1993, de 18 de octubre). Por esta razón, el actor no ve lesionado su derecho a la promoción, que requiere para su ejercicio que el funcionario reúna los requisitos para ello. Otra cosa supondría discriminación, pero no para el recurrente, sino para los otros aspirantes que sí reúnen los requisitos para optar a la plaza. 

Por último, la STSJ de 22 de octubre de 2009 vuelve a un tema recurrente, cual es el cuestionamiento de la elección del sistema de libre designación para proveer un puesto de trabajo (en este caso, el de Jefe del Departamento de Planeamiento en un Ayuntamiento), tal y como acordaba la RPT del Ayuntamiento de Burgos. La argumentación del Tribunal es la ya conocida: no se explican suficientemente por parte del Ayuntamiento las especiales entidad y características de las funciones a desempeñar en ese puestos que justificarían la elección de esa forma de provisión en detrimento de la habitual, es decir, del concurso. Hay que decir que sobre la misma RPT, sobre puestos análogos y elección del mismo sistema de provisión, ya se han dictado por este Tribunal sentencias anteriores, incluso alguna de ellas confirmada por el TS (STS de 20 de abril de 2009, destacada en el último informe de este mismo Seminario de Derecho Local en su anterior edición). Y todas, lógicamente, en el mismo sentido que ahora se pone de manifiesto. 
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